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La necesidad de un jurado 
bifurcado en diversidad de género 
y de nacionalidad 
Recuperatores en Roma, jurado de medietate 
linguae en Inglaterra y Estados Unidos y el jurado 
indígena en Argentina

Hiroshi Fukurai (*)

Andrés Harfuch (**)

Sumario: I. Introducción.— II. La Nación Sioux Crow Creek vs. el go-
bierno federal de los Estados Unidos.— III. La ley de delitos graves de 
1885 y las leyes de apropiación indígena.— IV. Jurados “nacionalmen-
te” diversos, juicio justo y legitimidad del veredicto.— V. Conclusiones.

I. Introducción (1)

La decisión de la Suprema Corte de Justicia de 
los Estados Unidos en Francis A. Keeble vs. Uni-
ted States (1973) dejó al descubierto una tensión 
histórica —y profundamente arraigada— de ju-
risdicciones superpuestas entre el Gobierno Fe-
deral y las Naciones Indígenas, con relación a la 
persecución criminal de poblaciones nativas en 
Norteamérica. También se convirtió en un caso 
trascendente para evaluar si corresponde que 
el juez incluya en las instrucciones al jurado di-
versos grados de delitos menores incluidos (un 
delito menor cuyos elementos están compren-

(*) Profesor de Sociología y Estudios Legales en la 
Universidad de California, Santa Cruz, USA.

(**) Doctor en Derecho y Profesor de Derecho Penal, 
Procesal Penal y Criminología, Universidad de Buenos 
Aires, Argentina.

(1) Queremos expresar nuestro gran agradecimiento a 
Valerie Hans, Profesora de Derecho de la Universidad de 
Cornell, Nueva York (USA) y a Shari Seidman Diamond, 
Profesora de Derecho de la Universidad Northwestern 
(USA) y de la American Bar Association por su aliento y su 
maravilloso apoyo.

didos en un delito mayor) (2). La Constitución 
de los Estados Unidos ha reconocido a la Nación 
tribal indígena como un gobierno diferenciado, 
teniendo el gobierno tradicional tribal el mismo 
poder que los gobiernos federales y estaduales 
para regular y administrar su política interna, así 
como sus asuntos domésticos (3). Sin embargo, 
en los últimos doscientos años la soberanía de 
los gobiernos tribales indígenas ha sido progre-
sivamente erradicada por una serie de fallos de 
la Corte y actos legislativos. En contrapartida, 
muchas naciones indígenas comenzaron a esta-
blecer sus propias Constituciones para contra-
rrestar la intrusión política y legal del gobierno 
de los Estados Unidos, de modo de preservar la 
soberanía indígena y proteger la independencia 
tribal (4).

(2) “Keeble c. Estados Unidos”, 412 U.S. 205, 29, May, 
1973.

(3) Véase en general LORETTA Fowler, «Tribal 
Sovereignty and the Historical Imagination: Cheyenne-
Arapaho Politics» , 2002.

(4) FUKURAI, Hiroshi, “The State Constitution v. the 
National Constitution” Original Nations’ “Sovereignty-
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En 1971 Francis A. Keeble, miembro indígena 
de una tribu de Dakota del Sur, presuntamente 
cometió un crimen dentro de una reserva in-
dígena en Dakota del Sur. Ante la corte tribal, 
Keeble se declaró culpable del delito tribal de 
agresión simple (lesiones leves). Luego Keeble 
fue arrestado por un oficial del FBI y fue lleva-
do a juicio ante una corte federal bajo la Ley de 
Delitos Graves de 1885, que extendió la jurisdic-
ción federal del gobierno a los territorios indí-
genas. En el juicio, el jurado encontró a Keeble 
culpable del delito de agresión con intento de 
causar lesiones graves corporales, y un juez fe-
deral lo condenó a cinco años de prisión. En su 
apelación, Keeble cuestionó la instrucción al 
jurado, en la cual el juez rechazó incluir la ins-
trucción por el delito menor incluido delito de 
agresión simple, un ejemplo dentro del catálo-
go de delitos tribales. Mientras que la corte de 
apelaciones confirmó la condena de Keeble, 
la Suprema Corte de Justicia decidió revocarla 
y remitió nuevamente el caso, invocando que 
Keeble tenía derecho a una instrucción del jura-
do sobre un delito menor incluido, si los hechos 
así lo ameritaban.

La estructura de este comentario es la si-
guiente. El primer capítulo presenta el contex-
to del caso Keeble. El segundo estudia la Ley 
de Delitos Graves de 1885 (major crimes act) y 
las así llamadas Leyes de apropiación indígenas 
(indian appropriation acts), que ampliaron la 
jurisdicción federal con relación a las tribus in-
dígenas y sus territorios. El tercer capítulo revisa 
la historia de las múltiples estrategias y meto-
dologías innovadoras de juzgamiento que han 
sido concebidas para aliviar, cuando no resol-
ver, los potenciales conflictos de jurisdicciones 
“superpuestas” entre el gobierno autoritario y 
las comunidades subyugadas y naciones indí-
genas. Estas estrategias innovadoras incluyen: 
1) los antiguos recuperatores, utilizados por el 
gobierno de Roma durante la era de la Repúbli-
ca romana; 2) el jurado de medietate linguae (el 
jurado dividido, o split jury), promulgado por el 
Rey Ricardo en la Inglaterra medieval; 3) los ju-
rados con diversidad racial, usados en el siglo 
XIX y comienzos del XX en los Estados Unidos 
y 4) el Jurado Indígena de la Argentina, es de-
cir, un modelo de jurado con paridad indígena y 

Building” Projects in Asia, North America, and Beyond,” 
Asian Journal of Law and Society (in press, 2020).

de género adoptado las provincias de Neuquén 
(2011), Río Negro (2013) y Chaco (2015).

II. La Nación Sioux Crow Creek vs. el gobier-
no federal de los Estados Unidos

El 06 de marzo de 1971, Francis A. Keeble, 
miembro de la Nación Sioux Crow Creek en 
Dakota del Sur, tuvo una pelea con Robert Po-
mani, el hermano de su esposa  (5). Cuando 
Keeble se fue a dormir, su cuñado estaba en la 
casa y consciente. Cuando Keeble se desper-
tó, Pomani ya no estaba en la casa. Su cuerpo 
fue encontrado afuera, muerto y en estado de 
congelamiento. A primera hora de la mañana,  
Keeble denunció el incidente a la Oficina de 
Asuntos Indígenas (BIA) y a la policía de la re-
serva local. El 9 de marzo Keeble fue arrestado 
por el delito tribal de disturbios y conducta des-
ordenada en la Reserva, fue llevado ante una 
corte tribal y se declaró culpable del delito tribal 
de agresión simple (6).

Pero, ese mismo día, Keeble fue arrestado 
por un investigador del FBI, que anteriormente 
había sido alertado del incidente por el perso-
nal de la BIA. Keeble fue acusado de intento de 
agresión corporal contra Robert Pomani, bajo la 
Ley de Delitos Graves de 1885. El Congreso de 
los Estados Unidos había aprobado dicha le-
gislación en 1885 a efectos de ampliar la juris-
dicción federal sobre las reservas indígenas y 
los territorios nativos, de modo que los delitos 
graves y violentos cometidos por los miembros 
indígenas de la reserva también pudieran ser ju-
rados por una corte federal. Los delitos enume-
rados en la Ley incluían el homicidio calificado, 
el homicidio simple, la violación, la agresión 
con intención de matar, el incendio doloso, el 
robo y el hurto. La aprobación de la Ley de De-
litos Graves también fue diseñada para “deslegi-
timar” el poder jurisdiccional de la corte tribal 
sobre las poblaciones de las reservas indígenas.

En el juicio celebrado ante la corte federal, el 
jurado fue instruido para evaluar: 1) homicidio 
premeditado en primer grado; 2) homicidio in-
tencional en segundo grado; y 3) homicidio ate-
nuado voluntario en primer grado. El juez de la 

(5) “United States vs. Keeble”, Corte de Apelaciones de 
los Estados Unidos, Octavo Circuito, 11 de abril de 1972.

(6) Ibidem.
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corte federal de distrito se negó a instruir al jura-
do sobre el delito menor incluido de homicidio 
no premeditado y no intencional de segundo 
grado. El jurado federal encontró a Keeble cul-
pable de homicidio premeditado en primer gra-
do y el juez lo condenó a una pena de cinco años 
de prisión. Tras la apelación de Keeble, la corte 
de apelaciones sostuvo que la agresión simple 
no estaba enumerada en la Ley de Delitos Gra-
ves, y confirmó la condena.

En diciembre de 1972, la Suprema Corte de 
Justicia otorgó certioriari sobre la cuestión de 
si la negativa del juez de la corte del distrito 
federal a instruir sobre la inclusión de un de-
lito menor incluido bajo la Ley de Delitos Gra-
ves violaba la garantía del Debido Proceso de la 
Quinta Enmienda (7). Dos días después de los 
argumentos orales en la audiencia pública del 
27 de marzo de 1973, la Suprema Corte decidió 
que Keeble tenía derecho a una instrucción al 
jurado sobre la inclusión de un delito menor, si 
la evidencia del juicio ameritaba tal instrucción. 
La Suprema Corte revocó el fallo de la corte de 
apelaciones y reenvió el caso para la prosecu-
ción de los procedimientos (8).

III. La ley de delitos graves de 1885 y las le-
yes de apropiación indígena

El Congreso de los Estados Unidos aprobó en 
1885 la Ley de Delitos Graves, así como una se-
rie de Leyes de Apropiación Indígena a lo lar-
go del siglo XIX, incluyendo la Ley Dawes de 
Reparto de Tierras en 1887. Esta serie de leyes 
de vasto alcance fueron concebidas para soca-
var la soberanía tribal de las naciones y de los 
pueblos indígenas (9). Hacia fines del siglo XIX, 
poco tiempo después de la conquista de los te-
rritorios indígenas de Norteamérica, el gobierno 

(7) Ver “Argumentación Oral” ante la Suprema 
Corte (27 de Marzo de 1973), disponible en 
h t t p s : / / w w w . s u p r e m e c o u r t . g o v / p d f s / t r a n s c r i p
ts/1972/72-5323_03-27-1973.pdf

(8) “Keeble”, ut supra nota 1.

(9) En 1887 el gobierno de los Estados Unidos aprobó la 
Ley Dawes para autorizar al gobierno federal a dividir las 
tierras tribales, transformándolas en parcelas individuales 
y privatizadas. La Ley establecía que solamente los 
miembros tribales que aceptaran las adjudicaciones 
individuales serían admitidos como ciudadanos de los 
Estados Unidos.

de los Estados Unidos había cambiado sus polí-
ticas genocidas y de erradicación forzosa de las 
naciones y pueblos indígenas hacia nuevos pro-
gramas para la promoción de la asimilación cul-
tural de las poblaciones remanentes, así como 
integrando las tierras indígenas ancestrales y 
otros territorios “desocupados” en los sistemas 
estatales y federales. La primera y más impor-
tante Ley de Apropiación Indígena fue aprobada 
en 1851, que creó el sistema de reserva indígena 
y proveyó los fondos para relocalizar a las tribus 
indígenas en reservas previamente establecidas, 
de modo de tenerlas bajo el control guberna-
mental. La Ley de Apropiación Indígena de 1871 
estableció que todos los indios deberían ser tra-
tados individualmente como pupilos legales del 
gobierno federal (10). En especial, la ley decla-
ró: “Ninguna nación indígena, ni tribu dentro 
del territorio de los Estados Unidos será reco-
nocida como nación, tribu o poder indepen-
diente con la cual los Estados Unidos pudieran 
celebrar un tratado” (11). Previamente a dicha 
ley, el gobierno de los Estados Unidos había 
firmado y ratificado cerca de 400 tratados con 
las naciones indígenas. Si bien la ley establece 
que “ninguna obligación de ningún tratado que 
haya sido legalmente contraída y ratificada con 
cualquier nación o tribu indígena previamente 
al 3 de marzo de 1871 será invalidada o perjudi-
cada” (12), también sirvió para crear una base 
legal fértil para quitar la tierra ancestral a los in-
dígenas, que fueron tratados como pupilos del 
Estado. De allí en adelante, las tribus indígenas 
ya no serían consideradas como naciones inde-
pendientes y se les impidió firmar tratados con 
el gobierno de los Estados Unidos, de modo de 
proteger sus tierras ancestrales de la usurpación 
federal.

La Ley de Apropiación Indígena de 1885 ha-
bía permitido que las tribus y naciones indíge-
nas, así como los indígenas en forma individual, 
vendieran las tierras desocupadas de sus terri-
torios a los colonos blancos. En un esfuerzo por 
adquirir aún más territorios indígenas, la Ley de 
Apropiación Indígena de 1889 abrió oficialmen-
te las tierras no adjudicadas a los colonos bajo la 

(10) Ley de Apropiación Indígena de 1871, ch. 120, 
sección 1, 16 Stat. 544, 566

(11) Ibidem.

(12) Ibidem.
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política de la Ley de Bien de Familia (homestead 
act), permitiéndoles a los colonos aplicar para 
adquirir el dominio de tierras fiscales o del do-
minio público.

Con el fin de erosionar aún más la soberanía 
tribal de las naciones y pueblos indígenas, el go-
bierno de los Estados Unidos también aprobó la 
Ley de Delitos Graves de 1885, asegurando así 
la jurisdicción de una corte federal sobre ciertos 
delitos cometidos por un indígena tribal contra 
otro indio dentro de la reserva. De este modo, 
reemplazó así a la jurisdicción penal tribal en te-
rritorios indígenas. La ley fue aprobada en par-
te como resultado de la fuerte condena pública 
a la decisión de la Suprema Corte de Justicia de 
1883 en Ex parte Crow Dog (13), que revocó la 
condena a muerte del subjefe Crow Dog (perro 
cuervo), de la tribu Brulé Lakota, y ordenó su in-
mediata liberación de una prisión federal (14). 
Crow Dog había asesinado a Spotted Tail (cola 
moteada), el jefe de los Lakota, en la reserva in-
dígena de Rosebud, en Dakota del Sur. Fue rápi-
damente acusado por un gran jurado, llevado a 
juicio y condenado por un jurado de hombres 
blancos. El juez lo sentenció a muerte (15). Sin 
embargo, el hecho de que el gobierno de los 
Estados Unidos hubiera firmado y ratificado el 
Tratado de Fort Laramie de 1868 con la Nación 
Lakota, forzó a la Suprema Corte a decidir en 
forma unánime que una corte federal no tenía 
derecho a ejercer jurisdicción sobre el caso, en 
virtud de que el delito se había cometido en una 
reserva indígena y ya había sido juzgado por el 
consejo tribal.

Por tal razón, la Ley de Delitos Graves de 1885 
extendió la jurisdicción penal de los Estados 
Unidos sobre los territorios de las reservas indí-
genas y erradicó la soberanía tribal e indepen-
dencia política de las naciones indígenas. La 
declaración unilateral de la jurisdicción federal 
en los territorios indios fue cuestionada en Es-
tados Unidos vs. Kagama (1886) (16). Kagama, 
miembro de la Nación Yurok, había matado a 

(13) Ex parte Crow Dog, 109 U.S. 556 (1883).

(14) Véase en general HARRING, Sidney L., «Crow 
Dog›s Case: American Indian Sovereignty, Tribal Law, and 
the United States Law in the Nineteenth Century», 1994.

(15) Ibidem.

(16) “Estados Unidos vs. Kagama”, 118 U.S. 375 (1886).

Iyouse, otro indio, en la Reserva del Valle Hoopa 
de California en 1885. Kagama fue acusado bajo 
la Ley de Delitos Graves, pero cuestionó la ju-
risdicción federal en territorio indígena sobre la 
base de que el Congreso no tenía la debida au-
toridad y el poder para aprobar la Ley de Delitos 
Graves, por lo que habría infringido la sobera-
nía de la jurisdicción indígena. En 1886, la Su-
prema Corte de los Estados Unidos decidió que 
la Ley de Delitos Graves era constitucional y que 
el asesinato era un caso comprendido en la ju-
risdicción de la corte federal. Además, la deci-
sión reafirmó que los fiscales de Estados Unidos 
tenían una jurisdicción originaria para repre-
sentar a todas las circunscripciones federales 
indígenas, incluyendo los delitos cometidos en 
territorios indios (17).

La aprobación en 1887 de la Ley Dawes de 
Adjudicación General ayudó a terminar con la 
propiedad colectiva de las naciones indígenas 
sobre sus tierras ancestrales, dividiéndolas en 
parcelas y tratándolas como si fueran bienes 
raíces individuales privatizados. La ley puso fin 
a la histórica propiedad colectiva de los territo-
rios indígenas, común a las poblaciones indíge-
nas, mediante la creación del eficaz sistema del 
mercado inmobiliario basado en la propiedad 
privada individual. El programa de adjudica-
ciones asignó, mediante escrituras individuales, 
parcelas de tierra situadas dentro de los límites 
de las reservas nativas, tal como el caso de un jo-
ven indio a quien se le dieron 40 acres, un adulto 
soltero que recibió 80 acres, y un padre de fami-
lia que obtuvo 160 acres  (18). La ley también 
prescribió que los territorios “sobrantes” serían 
abiertos a actores no indígenas, tales como cor-
poraciones, o bien serían declarados bosques y 
parques nacionales (19).

El efecto posterior a la declaración unilateral 
de la jurisdicción penal federal sobre los terri-
torios de las reservas indígenas y la privatiza-
ción de lo que antiguamente eran territorios 
comunitarios compartidos en forma colectiva, 
fue que las poblaciones indígenas, en tanto cir-
cunscripciones del gobierno federal, no tenían 

(17) Harring, supra nota 13, at 142-3

(18) Véase en general Otis, D. S., «The Dawes Act and 
the Allotment of Indian Land», 1973.

(19) Ibidem.
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el mismo peso ante las cortes de justicia. La 
pérdida de soberanía indígena fue además exa-
cerbada por el hecho de que los casos penales 
fueran decididos mayormente por jueces, fisca-
les, defensores y jurados blancos, no indígenas. 
Luego de la creación de la Oficina de Investiga-
ciones (BOI) en 1908, precursora del FBI, la Ley 
de Delitos Graves reconoció al BOI el derecho a 
ejercitar una jurisdicción primaria sobre las re-
servas y territorios indígenas. Los siete delitos 
incluidos en la Ley de Delitos Graves de 1885 
fueron usados por Edgar J. Hoover, director del 
FBI a partir de 1924, para expandir la autoridad 
del FBI a través de los Estados Unidos, incluyen-
do las reservas indígenas. Hoover fue el autor 
del Índice de Delitos que sentó las bases para 
la recolección federal de datos presentada en el 
reporte anual del Departamento de Justicia, ti-
tulado Reportes Criminales Unificados (RCU): 
Los delitos en los Estados Unidos. La Ley de De-
litos Indígenas de 1976 expandió aún más la Ley 
de Delitos Graves de 1885, ampliando de siete a 
catorce el número delitos con competencia ex-
clusivamente federal para el enjuiciamiento de 
indígenas (20).

Las poblaciones originarias de las naciones 
indígenas se establecieron en Norteamérica 
hace más de 12.000 años (21). Cada vez que los 
europeos arribaban a la así llamada “Isla Tortu-
ga” a fines del siglo XV, las naciones indígenas 
enfrentaron políticas atroces de genocidio, gue-
rras bacteriológicas, violencia militar y despla-
zamientos forzados. Después que el gobierno 
de los Estados Unidos declaró su soberanía de 
Inglaterra en 1776, las poblaciones indígenas 
sufrieron en mayor grado las políticas genoci-
das, las ofensas militares, los desplazamientos 
forzados de sus tierras ancestrales y las políti-
cas de asimilación forzosa. La pérdida de sobe-
ranía indígena, tanto en el terreno legal como 
político, fue posible gracias a las políticas sis-
temáticas diseñadas por el gobierno, las cortes 
y las legislaturas. Mientras tanto, los gobiernos 
locales, salvo algunas excepciones, decidieron 

(20) Véase en general SIVESTRO, Jo-Nell, «The Indian 
Crimes Act of 1976: Another Amendment to the Major 
Crimes Act, But How Many More to Come,» 22 South 
Dakota Law Review 407, 1977.

(21) Véase en general SONNEBORN, Liz, «First Nations 
of North America: Northwest Coast Indians», 2012.

utilizar formas más benignas para resolver los 
conflictos con las poblaciones indígenas. En 
los estados del noreste, p. ej., el gobierno con-
fió en el antiguo Jurado de medietate linguage 
para conformar un jurado con diversidad racial 
y bifurcación nacional para enjuiciar a los deli-
tos cometidos por los indios. En ese jurado, la 
mitad de los miembros del jurado provenían de 
poblaciones indígenas, y la otra mitad de las co-
munidades de colonos. Este modelo de jurado 
dividido (split jury) fue originalmente creado en 
la Inglaterra del siglo XII para resolver disputas 
civiles y penales en las que estaban involucrados 
los judíos de la comunidad. El capítulo siguien-
te ofrece una mirada histórica de las estrategias 
políticas utilizadas por el gobierno para resolver 
disputas legales entre litigantes provenientes de 
grupos nacionales y raciales diversos que vivían 
en la misma comunidad.

IV. Jurados “nacionalmente” diversos, jui-
cio justo y legitimidad del veredicto

La conquista europea de Norteamérica llevó 
a un sometimiento sistemático de las múltiples 
naciones indígenas. La investigación sobre jura-
dos demostró que cuando un indígena era acu-
sado de un delito, algunos estados del noreste 
confiaron en la antigua costumbre inglesa del 
jurado de medietate linguae (en latín “jurado 
de media lengua”) para juzgar al acusado indí-
gena. La característica de este jurado dividido 
consistió en tener seis miembros indígenas y 
seis no indígenas, potenciando así una sensa-
ción de juicio justo y legitimidad del veredicto. 
Este jurado fue diseñado para incluir una igua-
lidad paritaria entre los miembros del jurado 
que representaban dos identidades nacionales 
y raciales diversas. Similares métodos habían 
sido utilizados en juicios europeos, y más ade-
lante, en las colonias de todo el orbe, cuando las 
disputas y conflictos legales involucraban a per-
sonas de diferentes culturas, tradiciones e iden-
tidades nacionales. El próximo capítulo recopila 
tres tipos de modelos de diversidad del jurado 
utilizados para resolver disputas legales entre li-
tigantes con múltiples identidades nacionales y 
raciales: 1) recuperatores en las colonias roma-
nas del Mediterráneo; 2) el jurado de medietate 
linguae en Inglaterra y los Estados Unidos; 3) el 
Jurado Indígena en Argentina.
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IV.1. Recuperatores en las colonias romanas 
durante la era de la República en Roma

Más de dos mil años atrás, Roma había logra-
do colonizar múltiples sociedades indígenas, 
naciones autónomas y otras ciudades-Estado 
de la región mediterránea. Roma extendió sus 
conquistas hasta el sur de Europa, todo Medio 
Oriente, el norte de África y aún más allá. En las 
ciudades- Estados, pueblos y municipalidades 
colonizados, el gobierno romano decidió adop-
tar el sistema judicial de los recuperatores. Este 
sistema de juicio integró, de un modo selecti-
vo, a la cultura local, a su tradición legal y a los 
miembros de las localidades con el fin de resol-
ver las disputas entre litigantes residentes en las 
regiones colonizadas. En especial, el tribunal de 
los recuperatores fue adoptado para resolver las 
disputas privadas y civiles bajo las siguientes 
normas de procedimiento: 1) la ley aplicable de-
bía formar parte de las costumbres legales de la 
tribu o la ciudad-Estado del cual el litigante era 
miembro; 2) el acceso a estos tribunales estaba 
restringido a los habitantes de las tribus o las 
ciudades-Estado que vivieran dentro de la juris-
dicción territorial de esa corte; 3) la solución de 
este tribunal especial era para casos de ciuda-
danía mixta; 4) el número de miembros legos de 
la corte podía ser de entre tres y cinco personas; 
y 5) la aplicación del voir dire fue utilizado para 
la selección de jueces legos, es decir, se aplicó el 
principio de que los candidatos podían ser po-
tencialmente eliminados a través de preguntas 
y respuestas hasta que los adjudicadores finales 
fueran elegidos (22).

De este modo, las disputas privadas y civi-
les fueron resueltas con la participación de dos 
grupos mixtos de ciudadanos. El tribunal de los 
recuperatores se caracterizó por su velocidad e 
informalidad, y las disputas legales se decidían 
dentro de los diez días de presentada la deman-
da privada  (23). La solución de disputas por 
los recuperatores sirvió para crear una auténti-
ca sensación de juicio justo y de legitimidad del 
veredicto entre los pobladores de las ciudades y 
municipalidades de las regiones colonizadas. El 
empleo de un panel de ciudadanía mixta en la 

(22) DAWSON, John Philip, “A History of Lay Judges”, 
20-21, 1960.

(23) Ibidem.

deliberación de las disputas civiles también creó 
una fuerte sensación de semisoberanía compar-
tida con los residentes locales, en muchas de las 
ciudades-Estado del Mediterráneo sujetas a la 
jurisdicción romana. Si bien la verdadera inten-
ción de los recuperatores pudo haber sido la de 
“pacificar” a los súbditos y pueblos colonizados, 
así como buscar mantener una relación estable 
entre los ocupantes romanos y aquellos de las 
ciudades-Estado del Mediterráneo, el hecho de 
que el empleo de estos tribunales de ciudadanía 
mixta haya durado hasta el siglo 100 d. C. de la 
era del Imperio Romano, sugiere que el sentido 
de juicio justo y de legitimidad del veredicto fue 
ampliamente aceptado entre la población colo-
nizada (24).

IV.2. Jurado de medietate linguae en Inglate-
rra y Estados Unidos

Casi mil años después de la conquista de las 
Islas Británicas por parte de Roma surgió, en 
la Inglaterra del siglo XII, un tribunal mixto de 
características similares. El Rey Ricardo I de In-
glaterra promulgó una Carta estatutaria que 
confirió a los judíos el derecho al jurado de me-
dietate linguae, garantizando la representación 
de una mitad de judíos en el jurado, tanto en los 
juicios por jurados civiles como criminales (25). 
Esta práctica de tribunales mixtos, conformada 
por mitad de ingleses residentes y mitad judíos, 
fue fundamental en Inglaterra, dado el prejui-
cio racial y la discriminación que implicaba el 
hecho de permitir que las comunidades judías 
fueran juzgadas exclusivamente por nativos in-
gleses. Esta expresión latina traducida signifi-
ca “jurado de media lengua o “cultura/idioma/
tradición” y fue empleada para caracterizar al 
tribunal que se utilizó para personas que ha-
blaban distintas lenguas o que ejercían prácti-
cas culturales foráneas. Como consecuencia de 
las frecuentes revueltas y de la violencia cívica 
contra los judíos poderosos e influyentes en In-
glaterra hacia fines del siglo XII —que también 
eran considerados propiedad del Rey— sus 
condenas en los juicios efectivamente hicieron 
disminuir la riqueza y las propiedades del Rey. 

(24) Ibidem.

(25) FUKURAI, Hiroshi - KROOTH, Richard, “Race in 
the Jury Box: Affirmative Action”, in Jury Selection 67-8, 
2003.
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Cuando Inglaterra expulsó a los judíos en 1290, 
fueron reemplazados en su calidad de oficiales 
financieros del Rey por mercaderes extranjeros 
procedentes de Italia y de otros países europeos, 
que continuaron gozando del privilegio del ju-
rado de medietate linguae, en el cual la mitad de 
los jurados eran sus propios compatriotas y la 
otra mitad ingleses nativos que calificaban para 
servir como jurados. El motivo principalmente 
financiero del Rey hizo así resurgir el antiguo 
tribunal mixto de recuperatores, que había sido 
empleado por el Imperio Romano en sus regio-
nes colonizadas, de modo de prevenir la pérdida 
de recursos económicos, ingresos y riquezas por 
parte del Rey. No obstante, este jurado cultural 
—y nacionalmente— bifurcado produjo una po-
derosa sensación de juicio justo, de legitimidad 
de los veredictos, así como también de protec-
ción contra los veredictos potencialmente injus-
tos derivados del prejuicio y la discriminación 
contra un grupo nacional y culturalmente mar-
ginado en Inglaterra. Este modelo híbrido de ju-
rado duró aproximadamente setecientos años, 
hasta 1870, cuando se le permitió a cualquier 
habitante de Inglaterra servir como jurado (26).

Las colonias inglesas de Norteamérica here-
daron la tradición legal inglesa, adoptando el ju-
rado híbrido, que se mantuvo desde el siglo XVI 
hasta comienzos del siglo XX. En las regiones 
del noreste, el Jurado de medietate linguae se 
aplicó en los primeros juicios contra los indios 
americanos, y durante el siglo XVIII ya se habían 
hecho habituales para los casos de delitos gra-
ves cometidos por indígenas. Esto sucedió en 
los Estados de Kentucky, Maryland, Massachu-
setts, Pennsylvania, Nueva York, Virginia y Ca-
rolina del Sur  (27). No obstante, el empleo en 
múltiples cortes estaduales de esta clase de ju-
rado con diversidad de raza y de nacionalidad, 
la Suprema Corte de Justicia de los Estados Uni-
dos, en USA vs Wood (1936), abandonó el uso 
del jurado híbrido en las cortes federales, esta-
bleciendo que “la antigua regla bajo la cual un 
extranjero puede tener un derecho a un juicio 

(26) Ibidem.

(27) RAMÍREZ, Deborah A., “The Mixed Jury and the 
Ancient Custom of Trial by Jury De Medietate Linguae: A 
History and Proposal for Change,” 74 Boston University 
Law Review 777-818, 1994.

por jurados de medietate linguae... ya no tiene 
razón de ser” (28).

Debido a su fuerte imagen de juicio justo 
y de legitimidad del veredicto, el jurado mix-
to también fue adoptado por otros países del 
Commonwealth Británico como Aden, Bar-
bados, Brunei, los Estados Federales de Ma-
laya, Costa de Oro, Johore, Kelantan, Kenia, 
Nigeria, Borneo del Norte, Nyasaland y Nueva  
Zelanda  (29). En los juicios criminales que 
plantean potentes cuestiones en materia de di-
ferencias raciales, culturales y étnicas, así como 
indudables componentes de prejuicio contra la 
comunidad marginalizada, ha habido un am-
plio consenso en que este tribunal afirmativo 
híbrido ofrece grandes beneficios. Este tipo de 
jurado afirmativo mixto también puede consti-
tuirse en un mecanismo importante de frenos y 
contrapesos para asegurar que los altos funcio-
narios del Gobierno, tales como la policía, los 
fiscales, los jueces y otros expertos legales, no 
discriminen a los segmentos marginados de las 
sociedades indígenas o de otras comunidades 
nucleadas.

IV.3. Jurado indígena en Argentina

Si bien los tribunales mixtos de recuperatores 
y el Jurado de medietate linguae han sido his-
tóricamente utilizados en sus diversas formas 
en muchas regiones del globo, ninguno de es-
tos modelos híbridos de jurado incorporó a la 
mujer para garantizar su representación en los 
procedimientos judiciales. Una innovadora y 
jamás vista introducción de tal modelo de ju-
rado equitativo ha tenido lugar recientemen-
te. Por primera vez en la historia del sistema de 
enjuiciamiento con legos, se adoptó un modelo 
de jurado con paridad de género, en el que los 
doce miembros del panel de jurados (todos le-
gos), deben conformarse por igual número de 
mujeres y hombres  (30). Argentina ha sido el 
primer país del mundo en adoptar tal modelo, 

(28) “U.S. vs Wood”, 299 U.S. at 132-33 (con cita de 
“Crawford vs Estados Unidos”, 212 U.S. 183, 1908).

(29) RAMÍREZ, ut supra nota 26.

(30) Véase en general SCHERR, Caitlyn, «Chasing 
Democracy: The Development and Acceptance of 
Jury Trials in Argentina,» 47 University of Miami Inter-
American Law Review 316, 2016.
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como consecuencia de la legislación aprobada 
en la provincia de Neuquén en 2011 y en Bue-
nos Aires y en Río Negro en 2013 y el Chaco en 
2015 (31).

La provincia de Neuquén, más Chaco y Río 
Negro, dieron un paso más que la sola incor-
poración de la paridad de género, al declarar 
que entre los doce miembros del jurado tam-
bién debe haber una composición equitativa de 
miembros indígenas y no indígenas, en los casos 
en que el acusado provenga de una comunidad 
indígena. Este modelo híbrido se llama jurado 
indígena. De un modo similar al tribunal híbri-
do que reclamaba la participación de sujetos 
colonizados en las ciudades-Estado del Medite-
rráneo bajo la jurisdicción de Roma, los judíos 
y otros extranjeros que residían en Inglaterra, 
las poblaciones indígenas en Estados Unidos y 
las poblaciones aborígenes de las antiguas co-
lonias británicas en diversas partes del mundo, 
el jurado afirmativo híbrido se aplicó para ase-
gurar la representación de las voces indígenas 
en el enjuiciamiento de delitos presuntamen-
te cometidos por indígenas. Hay treinta y ocho 
grupos indígenas principales en Argentina, la 
mayor parte de los cuales viven en las provincias 
de Chaco, Río Negro y Neuquén. Los Mapuches  
—cuyo nombre se deriva de palabras usadas en 
el Mapudungun (lengua mapuche) para “tierra” 
y “personas”— son la población indígena más 
numerosa de Argentina y Chile (32).

Los gobiernos provinciales de Neuquén, Río 
Negro y el Chaco adoptaron el modelo de jura-
do afirmativo, en el que la mitad del jurado debe 
integrarse con miembros de la nación indíge-
na del acusado. P. ej., el jurado mixto del Cha-
co establece que “cuando el acusado pertenezca 
a los pueblos nativos Qom, Wichí o Moqoit, la 
mitad del jurado de doce miembros debe inte-
grarse necesariamente con hombres y mujeres 
pertenecientes a la misma comunidad origi-
naria”  (33). De un modo similar, el jurado de 

(31) Ibidem.

(32) DANVER, Steve, “Native Peoples of the World: An 
Encyclopedia of Groups, Cultures, and Contemporary 
Issues”, 137, 2012.

(33) HARFUCH, Andrés - BILINSKI, Mariana - ORTIZ, 
Andrea, “El Jurado Indígena en Argentina [Argentina’s 
Indigenous Jury],” 25 Juicio por Jurados y Procedimiento 

Neuquén y Río Negro “debe estar integrado, 
contando los suplentes, por hombres y mujeres 
en forma equitativa. Se exigirá que al menos la 
mitad del jurado pertenezca al mismo entorno 
social y cultural del acusado. Se procurará, en lo 
posible, contar con ancianos, adultos y jóvenes 
en el panel de jurados” (34).

La adopción de jurados indígenas ha tenido 
un impacto significativo en la protección de las 
tierras indígenas, el territorio y la integridad de 
las naciones y pueblos indígenas. La primera 
vez que se acudió al jurado indígena fue en 2015 
en la ciudad minera de Zapala, Neuquén, en la 
cual activistas indígenas y protectores del me-
dio ambiente hacía tiempo venían participan-
do en protestas contra proyectos corporativos 
financiados por el Estado, carentes de sustento 
ecológico. Las corporaciones participantes en el 
proyecto minero incluían a la Corporación Apa-
che, una empresa de exploración y producción 
de petróleo y gas natural con sede en Houston, 
Texas; Repsol SA, una compañía de energía es-
pañola con sede en Madrid, junto con YPF (Ya-
cimientos Petrolíferos Fiscales), la corporación 
estatal argentina de energía.

En diciembre de 2012 se presentó una denun-
cia penal contra una mujer, la líder mapuche 
Relmu Ñanku, y otros dos protectores de tierras, 
cuando un oficial de la corte junto con repre-
sentantes de la Apache Oil Company, guardias 
de seguridad privada y un contingente de la po-
licía, arribaron con una orden de desalojo para 
los residentes indígenas que durante largo tiem-
po habían resistido las actividades extractivas 
en su patria ancestral. Se defendieron contra la 
expulsión de sus tierras arrojando piedras al sé-
quito de visitantes, causando golpes y heridas 
a una oficial de la corte y daños a un vehículo. 
La fiscalía rápidamente acusó de intento de ho-
micidio a la líder indígena y a otras dos perso-
nas por daños graves a la propiedad. Previo al 
juicio por jurados, en la provincia de Neuquén, 
241 líderes indígenas y activistas que intentaron 
defender su patria ancestral fueron penalmen-

Penal, 2016, accesible en http://inecip.org/wp-content/
uploads/JxJ-JusBaires-JuradoIndigena.pdf. La versión en 
inglés está accesible en http://inecip.org/wp-content/
uploads/Argentina%C2%B4s-Indigenous-jury-by-
Harfuch-Bilinski-and-Ortiz-6.pdf

(34) Ibidem.
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te acusados, sesenta por ciento de los cuales 
se relacionaban con luchas por la ocupación 
de tierras (35). Asimismo, más de 350 residen-
tes mapuches fueron enjuiciados, y muchos de 
ellos acusados de usurpar los territorios en que 
habían vivido varias generaciones (36).

El juicio comenzó el 28 de octubre de 2015, 
con un jurado indígena compuesto por seis 
hombres y seis mujeres, seis de los cuales eran 
mapuches  (37). Durante los siguientes ocho 
días de juicio se expusieron muchas situacio-
nes de violaciones a los derechos humanos por 
parte de los conglomerados internacionales 
petroleros, incluyendo el uso de trabajo infan-
til, varios derrames de petróleo, la contamina-
ción de las fuentes de agua de las comunidades 
y varios casos de violencia contra los residen-
tes indígenas por parte de grupos paramilitares 
contratados por las compañías petroleras (38). 
Los testimonios también revelaron que estas si-
tuaciones de violencia y daños medioambienta-
les fueron reiteradamente denunciados en las 
oficinas de la fiscalía, pero no se tomó acción al-
guna (39).

El 4 de noviembre, luego de tan solo dos ho-
ras de deliberación, el jurado rindió un veredic-
to de absolución para la líder mapuche y los dos 
activistas indígenas que habían defendido su 
territorio contra los avances de la explotación 
petrolera sobre sus tierras ancestrales  (40). El 
sistema dividido de jurado indígena y de género 
adoptado en Neuquén ha comenzado a generar 
un impacto significativo en la preservación de 
los derechos legales, sociales y políticos de los 
pueblos y naciones indígenas. El acceso directo 

(35) Ibidem.

(36) Amnistía Internacional, “Diario del Juicio a Relmu 
Ñanku,” Nov. 17, 2015, disponible en https://amnistia.org.
ar/relmu/

(37) Ibidem.

(38) CREGAN, Fionuala, “Mapuche Leader 
Found ‘Not Guilty’ in Unprecedented Trial in 
Argentina,”Intercontinental Cry, Nov. 6, 2015, disponible 
en https://intercontinentalcry.org/mapuche-leader-
found-not-guilty-in-unprecedented-trial-in-argentina/

(39) Ibidem.

(40) Ibidem. El líder indígena fue hallado culpable de 
daño simple a un vehículo, pero quedó absuelto porque la 
acción penal había prescripto.

al juicio penal por jurados por parte de las mu-
jeres y los pueblos indígenas sirvió para forta-
lecer sus esfuerzos en proteger sus ecosistemas 
y tierras ancestrales en Neuquén y las regiones 
vecinas. Luego del histórico juicio y veredicto, 
Relmu Ñanku declaró: “[E]sta decisión marca 
un precedente histórico. Ahora tenemos una 
enorme responsabilidad de traer nuestro men-
saje de resistencia para todos los pueblos indí-
genas que están siendo juzgados y castigados 
(en todo el mundo) (41).

V. Conclusiones

Este comentario comenzó con el análisis de 
la decisión de la Suprema Corte de los Estados 
Unidos en el caso Francis A. Keeble vs. Estados 
Unidos (1973). El punto crítico de esta decisión 
de la Corte dejó al descubierto profundos con-
flictos históricos entre el gobierno federal y las 
naciones indígenas con relación a las jurisdic-
ciones concurrentes sobre delitos indígenas co-
metidos en territorios originarios. Mientras que 
Keeble se declaró culpable del delito de agresión 
simple en una corte tribal, fue rápidamente con-
frontado en la reserva indígena por un oficial 
federal del FBI encargado del cumplimiento de 
la ley. Luego fue acusado por un gran jurado in-
tegrado por una mayoría de blancos no indíge-
nas; luego sometido a juicio por un equipo de 
fiscales no indígenas; condenado por un jurado 
predominantemente blanco no indígena; sen-
tenciado a prisión por un juez no indígena; le 
negó la apelación una corte de apelaciones no 
indígena. El caso Keeble fue un ejemplo de las 
luchas indígenas por la soberanía tribal en Nor-
teamérica, que había sido erradicada por una 
serie de leyes, entre las cuales se cuentan la Ley 
de Delitos Graves, la Ley Dawes y numerosas 
Leyes de Apropiación Indígena. La pérdida de 
soberanía indígena fue favorecida por la deci-
sión de la Corte Suprema en el caso Estados Uni-
dos vs. Kagama (1886). Si bien el jurado dividido 
compuesto por colonos e indígenas fue utiliza-
do por algunos estados del noreste, la decisión 
de la Suprema Corte en Wood (1936) prohibió 
para siempre el uso de jurados con diversidad 
racial para juzgar acusados indígenas.

Muchos poderes coloniales y gobiernos auto-
ritarios en ocasiones confiaron en el jurado con 

(41) Ibidem.
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diversidad de nacionalidad y de raza para zan-
jar disputas legales. El poderoso gobierno de la 
República en Roma en las ciudades-Estado del 
Mediterráneo diseñó un jurado “internacional” 
llamado recuperatores para resolver disputas 
privadas y civiles mediante la inclusión de resi-
dentes locales en el proceso de toma de decisio-
nes. Luego de la conquista romana de las Islas 
Británicas en el siglo 43 d.C. y su influencia en 
el desarrollo de la ley inglesa, el rey de Inglaterra 
Ricardo “Corazón de León” propuso el uso del 
jurado racial y culturalmente diversificado para 
resolver casos privados y civiles protagonizados 
por los miembros judíos de la comunidad. Tam-
bién extendió el privilegio de los Jurados de me-
dietate linguae a los casos penales. Aunque los 
judíos fueron expulsados de Inglaterra a fines 
del siglo XIII, se conservó el jurado basado en 
la diversidad de culturas y nacionalidades, con 
el fin de proteger los intereses de los italianos y 
otros extranjeros europeos en Inglaterra hasta 
fines del siglo XIX.

Hasta el día de hoy, ningún país ha propuesto 
ni confía abiertamente en el uso de jurados di-
versos, en los que se garantice una representa-
ción paritaria de distintos grupos. Casi mil años 
después de la adopción del Jurado de medieta-
te linguae por parte del Rey Ricardo en la Ingla-
terra Medieval, un modelo de jurado similar, 
estructurado sobre la base de la diversidad afir-
mativa llamado El Jurado Indígena (un jurado 
indígena) fue sancionado en Neuquén, Argenti-
na en 2011. Luego de muchos años de esfuerzos 
para democratizar el sistema legal por parte de 

abogados progresistas, activistas políticos y or-
ganizaciones comunitarias, Argentina introdu-
jo el modelo de jurado con paridad de género 
en 2011. La ingenuidad legal argentina dio un 
paso más al asegurar que la mitad de los miem-
bros del jurado se integren con poblaciones in-
dígenas, culturalmente diversas. De este modo, 
Argentina se transformó en el primer país del 
mundo en garantizar una participación iguali-
taria tanto de mujeres como de poblaciones in-
dígenas en la resolución de los casos penales.

Si Francis A. Keeble hubiera sido juzgado por 
un jurado cuya composición representara la pa-
ridad indígena y de género, el resultado del jui-
cio, así como la percepción de juicio justo (fair 
trial) y de legitimidad del veredicto, seguramen-
te hubieran sido sustancialmente diferentes. El 
establecimiento en Argentina del sistema de-
mocrático de jurado híbrido, con paridad de 
género e indígena, ha sido algo verdaderamen-
te remarcable, en especial desde que este país, 
hace poco tiempo atrás, sufrió una prolongada 
represión política bajo la dictadura militar des-
de 1975 a 1983. El innovador modelo argentino 
de jurado afirmativo, como alternativa realista 
al proceso penal tradicional, seguramente cons-
tituye un símbolo de esperanza viable. Tal ga-
rantía de igual representación de mujeres y 
pueblos indígenas debe ser seriamente consi-
derada como una posibilidad a ser adoptada en 
muchos países del globo (42).

(42) La Trad. del artículo al castellano fue realizada 
por el Profesor de Derecho penal Diego Camaño, de la 
Universidad de la República (Uruguay).


